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Vocativos

En primer lugar, junto con celebrar la realización de este seminario, quisiera agradecer al Centro para Estudios Hemisféricos en Defensa la invitación que me hiciera llegar para inaugurarlo. Se me ha pedido tratar un tema muy preciso, como es la Educación de Civiles en Defensa en Chile, que, sin embargo, debe situarse en un contexto más global. 

Como primer elemento, me parece importante advertir que en el ámbito de la comunidad de defensa nacional —entendiendo por tal al Gobierno, las Fuerzas Armadas, y sectores políticos y académicos— existe un alto grado de consenso en cuanto a la necesidad de contar  con una creciente participación de civiles en el diseño y ejecución de las políticas en Defensa. Esta aspiración no sólo está formulada con un sentido unidireccional --es decir, como aporte de la lógica civil a un área tradicionalmente dominada por los militares--, sino como un cabal proceso de suma y armonía entre dos modalidades de formación y dos tipos de destreza para potenciar constructiva y positivamente el sector de la defensa. 

En el caso de Chile, debe agregarse el peculiar desarrollo de su proceso de transición a la democracia, que ha integrado, como una de sus principales dimensiones, tanto las relaciones entre civiles y militares como el diseño de la política de defensa. En este mismo Centro ya me referí al tema hace casi tres años, cuando servía como Subsecretario de Guerra. Ahora sólo quisiera agregar que, en nuestro contexto político, la confluencia y mutua cooperación de civiles y militares en todas las esferas de la vida nacional, y especialmente en la defensa, encuentra una connotación especial. 

Los desencuentros dentro de la sociedad chilena en los años 60 estuvieron en el centro del conflicto generalizado que terminó con el dramático desplome democrático en 1973, y la brecha entre un sector de la civilidad y las FF.AA. marcó al gobierno autoritario con secuelas prolongadas en el tiempo, especialmente culturales. Por ello es que la consolidación de la democracia en Chile, desde el restablecimiento institucional en 1990, proporciona un contexto muy específico a la tendencia mundial de integración de los civiles en la formulación, implementación y evaluación de la política de defensa.

En una perspectiva global, esta participación permite una mayor comprensión del mundo civil sobre los temas, desafíos y problemas que enfrenta la Defensa.  En una perspectiva técnica, la inclusión de civiles enriquece el proceso de toma de decisiones, agregando nuevos criterios a aquellos que tradicionalmente han existido en el sector, sobre todo de orden castrense. Por último, lo anterior abre el conocimiento de la Defensa a más amplios estamentos de la sociedad nacional, permitiendo así un mejor entendimiento y una más sólida legitimidad de la política de defensa como política pública y, por lo tanto, como política que requiere de la necesaria inversión de recursos materiales y humanos.

Avanzando hacia la descripción de nuestra experiencia concreta, constatamos que, durante la última década, en Chile se ha incrementando notablemente la actividad educativa para civiles en materias de defensa. En las universidades y en las academias militares se ha puesto en ejecución una serie de proyectos a través de los cuales un número importante de civiles ha podido recibir especialización en materias propias del sector.  El propio Ministerio de Defensa Nacional ha impulsado el esfuerzo de impartir, a través del patrocinio y auspicio de programas de postgrado o de seminarios, conocimientos de defensa en su dimensión política.  Junto a estas iniciativas, debe destacarse la irremplazable contribución de la cooperación internacional, de la cual este Centro es un buen ejemplo.

Sólo a modo de referencia, destaco dos programas de magister con mención en defensa establecidos, respectivamente, en la Universidad Católica de Chile y en la Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos, elevando así el nivel de esta área del conocimiento y mejorando las expectativas de sus cultores. De la misma forma, puedo citar la participación de civiles en los programas de postgrado que se realizan en las academias de Estado Mayor de las Fuerzas Armadas.  Es relevante señalar que tanto en unos como en otros, la dinámica implementada permite una permanente interacción de alumnos civiles y militares, aspecto que contribuye de manera cierta al proceso de aprendizaje de las materias que conforman su currículo.

Otra expresión palpable en materia de educación de civiles se encuentra en la decisión del gobierno chileno de establecer, durante este año, un Centro de Entrenamiento Conjunto de Operaciones de Paz.  En este sentido, el Estado de Chile está consciente de la necesidad de incrementar en cantidad y calidad la participación de efectivos chilenos en operaciones de paz que, de acuerdo con la Carta de Naciones Unidas y bajo su mandato, sea necesario organizar. Por lo mismo, y dado el carácter integrado de estas operaciones, el Centro no sólo entrenará a personal militar, sino también a civiles expertos en materias que sean requeridas en casos determinados, tales como especialistas en salud, sistemas eléctricos o procesos de reforma a la justicia, de manera que puedan reforzar el restablecimiento institucional en zonas que emergen de situaciones de conflicto. Esperamos que este Centro no sólo satisfaga necesidades de entrenamiento de fuerzas chilenas, sino además, en el futuro cercano, de otros países que lo requieran. 

Asociado a los programas de nivel nacional que acabo de comentar, puedo citar también la participación de alumnos chilenos en cursos de especialización que se realizan en otros países, dentro de los cuales Estados Unidos es el principal socio en esta materia.  Es así como diversos institutos de estudios en defensa de este país han recibido alumnos de Chile.  Dentro de estas entidades académicas, puedo nombrar al Colegio Naval de Posgraduados, al Centro de Liderazgo en Programas de Administración en Defensa, al Instituto de Cooperación para la Seguridad Hemisférica y, por supuesto al Centro para Estudios Hemisféricos en Defensa. 

Tomando las acciones reseñadas como un importante punto de partida, es preciso señalar, sin embargo, que en Chile la educación de civiles en defensa es un tema que se entiende y trabaja no sólo en el contexto político de la transición que ya describí, sino también como parte de un proceso específico de formulación de políticas para nuestro sector. En este sentido, la educación de civiles en defensa presenta dos dimensiones: por un lado, es un instrumento destinado a satisfacer el propósito de contar con civiles especializados en temas de defensa, idóneos para incorporarse a los procesos de toma de decisiones; por otro lado, es un componente estructural de un sistema institucional de la defensa que deseamos modernizar para ponerlo al día con los nuevos desafíos que ya se avizoran en este comienzo de siglo. Ambas dimensiones de la educación de civiles en defensa están incorporadas a objetivos específicos de la agenda global para el sector que estamos desarrollando en Chile bajo el mandato del Presidente  Ricardo Lagos. 

A esta agenda quisiera referirme brevemente, primero en términos generales y, luego, de forma particular en relación con la participación de civiles en defensa.

¿Cuáles son los rasgos principales de la política de defensa que estamos desarrollando?

Yo diría que la inspiración fundamental que nos mueve es la de modernizar el sector en su conjunto y no sólo en materia de organización y equipamiento de las Fuerzas Armadas. Esto va más allá de consolidar la normalización de relaciones entre civiles y militares, proceso en el que hemos dado pasos importantes. Tiene que ver con la  forma en que el Estado ejerce la función de proporcionar defensa a la Nación bajo las condiciones de un régimen democrático y las exigencias de un país como el nuestro, pequeño y con una economía sana pero que aún debe satisfacer las aspiraciones primarias de una buena parte de la población.

Estoy hablando de cómo cambiar percepciones que tienden a considerar la defensa como una actividad distante o como una función estatal de prioridad relativa. Estoy hablando de transparencia y de participación. Estoy hablando de responsabilidad y cooperación internacionales. Permítanme citar como ejemplos las siguientes materias de nuestra agenda:

1. La dimensión internacional de la defensa.

2. La política de adquisiciones.

3. La modernización presupuestaria del sector.

4. La modernización del Servicio Militar Obligatorio.

5. El Libro de la Defensa Nacional.

6. La Ley Orgánica del Ministerio de Defensa Nacional.

LA DIMENSIÓN INTERNACIONAL DE LA DEFENSA


Chile es parte del esfuerzo por dar estabilidad a la paz mundial y por avanzar en procesos de integración regional y subregional, y ha dado especial vigor al desarrollo de las relaciones bilaterales, especialmente en su área vecinal.


En el ámbito de las operaciones de paz, Chile tiene una larga trayectoria que se ha materializado en El Chaco, en la frontera entre India y Pakistán, en el Medio Oriente, en el Golfo Pérsico, en la Cordillera del Cóndor, en Centroamérica, Cambodia, Bosnia-Herzegovina y Timor Oriental.  Sin embargo, hasta 1996, nuestra participación se había centrado especialmente en misiones de observación; pero a partir de ese año se inscribió explícitamente, a través de la formulación de una política al respecto, dentro del marco del Capítulo VI de la Carta de la ONU, es decir, restringida a operaciones apuntadas a mantener la paz en zonas de conflicto donde ella hubiere sido acordada entre las partes beligerantes. 

A raíz de la experiencia adquirida, y en virtud de los más amplios compromisos de Chile en el ámbito internacional, en 1998 se decidió participar en otro tipo de operaciones de paz, ampliando su cobertura hacia acciones conocidas también como operaciones militares que no son guerra o, incluso, hacia misiones que podrían caer dentro del capítulo VII de la Carta de la ONU, es decir, de imposición de la paz a una o todas las partes beligerantes. Esta nueva forma de empleo de nuestros medios militares trae consigo ventajas y riesgos, pero nuestra voluntad es la de incrementar paulatinamente nuestra participación en estas misiones bajo mandato ONU, lo que explica la decisión de crear el Centro de Entrenamiento a que aludí recién, con las claras derivaciones que esto supone para la participación de civiles en defensa. 


Junto a los demás países de la región, Chile ha contribuido a consolidar la Conferencia de Ministros americanos de Defensa como un foro que ha ido adquiriendo consistencia y relevancia, y tiene el compromiso de organizarlo el año 2002. Es decir, mi país es un socio activo del esfuerzo por abordar temas que, en una forma u otra, inciden en el ambiente político–estratégico del continente americano y sirven como un elemento orientador de las relaciones internacionales entre nuestros países, así como entre sus respectivas fuerzas armadas.


Temas como las Medidas sobre transparencia y confianza militar, el mejoramiento de la Seguridad y Cooperación en Defensa y el papel de las Fuerzas Armadas en democracia en el siglo XXI constituyen un marco conceptual de referencia permanente para nuestro trabajo. 


También se han abordado materias que ayudan a perfilar a las diversas fuerzas armadas dentro de un ambiente internacional donde han surgido nuevos problemas, distintos de las amenazas tradicionales, que representan un grado variable de dificultad para cada Estado americano, pero que obligan al análisis de la cooperación continental con vistas a enfrentarlos de la forma más adecuada.


La evaluación del actual Sistema de Seguridad Hemisférico, para buscar su perfeccionamiento, y el análisis de la Confianza Mutua en el continente americano son asuntos que tienen también una presencia continua en nuestros debates. 


Precisamente, las Medidas de Confianza Mutua, ya en un plano bilateral, han constituido un ámbito central de nuestra preocupación y trabajo. No voy a abundar en ellas, pero quiero resaltar que, especialmente con Argentina, y gracias a las imaginativas soluciones dadas a las diferencias fronterizas que teníamos pendientes, hemos sido capaces no sólo de institucionalizar un mecanismo permanente de consulta y tratamiento de cuestiones de mutuo interés, sino de realizar experiencias inéditas y audaces en el campo de la defensa: por sólo mencionar dos, subrayo el programa de reparación de buques de guerra argentinos en astilleros chilenos y el diseño de una metodología para homologar el cálculo de los gastos en defensa entre ambos países. Esto última, particularmente, significará un enorme avance en la transparencia del gasto militar y, por lo mismo, un poderoso elemento en la consolidación de la confianza entre Chile y Argentina.


No está demás señalar que en este esfuerzo la mancomunidad entre expertos civiles y militares ha sido decisiva.

LA POLÍTICA DE ADQUISICIONES


Chile es un país con vocación de paz, cuya política de defensa contempla un dispositivo militar con una capacidad disuasiva acorde con el tamaño y los recursos del país, pero que está orientada a proteger su territorio, su población y sus intereses sin constituirse en una amenaza para nadie. Nuestros programas de adquisiciones son coherentes con ese propósito y, de hecho, están orientados a reemplazar sistemas obsoletos, para dotar a nuestras Fuerzas Armadas de medios modernos que, por ejemplo, aseguren la vida de nuestras tropas en operaciones de paz donde la inter-operatividad entre fuerzas es esencial, y para responder a la exigencia de racionalizar el uso de los recursos que el país asigna a las tareas de la defensa.


Lo primero que deseo subrayar es que nuestra política de adquisiciones ha tenido rasgos de transparencia y publicidad sin precedentes en Chile y, me atrevo a decir, en buena parte de la región. Ha habido un amplio debate público en todos los ámbitos y niveles imaginables y, por cierto, dentro de ambas Cámaras del Parlamento, donde el tema ha sido expuesto y discutido con extrema seriedad y responsabilidad.


Al igual que en Chile, quiero destacar aquí algunas ideas básicas en relación con nuestro gasto en defensa. 


Primero, entre 1989 y el año en curso el gasto en defensa de Chile ha disminuido sustancialmente, pasando desde un 2.96 % al 1.71 %, según las estimaciones para el 2001. Aún más, a partir del año 1994, en que ese porcentaje se situó en 1.83, el gasto ha fluctuado mínimamente entre un 1.87 %, el año 1999, y un 1.71 % para este año. 


En comparación, ahora, con el gasto en sectores sociales, subrayo que el año 1989 el gasto en defensa se situó en el rango de los 758 millones de dólares, al cambio actual, mientras que el gasto en educación fue del orden de los 833 millones de dólares; el mismo año, en salud alcanzó a los 237 millones de dólares, en previsión social se llegó a los 1.463 millones de dólares y en infraestructura se empinó a los 372 millones de dólares. En 1997, en cambio, la tendencia había variado notablemente al invertirse 883 millones en defensa, 1.660 millones en educación, 720 millones en salud, 2.675 millones en previsión y 1.192 millones de dólares en infraestructura.


A la idea anterior, en el sentido del claro énfasis que se ha puesto en el gasto social e infraestructura, añadiría algo más: desde 1990 a la fecha, el gasto en defensa no fue obstáculo para que Chile creciera a un promedio en torno al 7 por ciento entre 1991 y 1998, ni lo fue para que lo hiciéramos en un 5,4 por ciento el año pasado. 


Vuelvo a mencionar, como especial muestra de transparencia, el encargo que hicimos a CEPAL para diseñar una metodología destinada a homologar el cálculo del gasto en defensa, iniciativa que impulsamos junto con Argentina, pero a raíz de una idea chilena presentada en 1997, la cual está pronta ser concluida. Una vez aprobada por ambos gobiernos, esta herramienta no sólo permitirá acrecentar la confianza mutua entre Chile y Argentina al saber cada cual cuánto y cómo gasta el otro en defensa, sino que ofrecer cifras reales arrojadas por una metodología aceptada por la comunidad económica internacional, eliminando así distorsiones que, reiteradamente en el plano internacional y a veces incluso en el nacional, adjudican a Chile más gasto del que realmente hace. 


La defensa es un proceso continuo que puede ser estratégica y financieramente ajustado en función de diversos factores, pero que no puede ser interrumpido. Si no modernizamos el equipamiento de nuestras Fuerzas Armadas en los próximos cinco años, especialmente en lo que se refiere a su flota aérea y naval, Chile carecerá de medios aéreos y navales idóneos para su defensa.

LA MODERNIZACIÓN PRESUPUESTARIA DEL SECTOR


Una política de adquisiciones transparente debe ir acompañada de un sistema presupuestario moderno. Esto engloba todos aquellos temas que constituyen la asignación de recursos para la defensa y su adecuado uso en la operación diaria: la adquisición de sistemas de armas, el pago de las remuneraciones y pensiones, la atención médica y de bienestar del personal, y todas las demás necesidades de las instituciones del sector.


Durante el año pasado avanzamos en dos aspectos que nos parecen cruciales para hacer la asignación y la administración de recursos más clara y así disponer de herramientas que nos permitan medir adecuadamente el esfuerzo económico que se está realizando en el sector.


Lo primero fue determinar en forma transparente cuánto gastamos en defensa. Para esto no es suficiente publicar cifras, sino que, además, ellas deben reflejar la realidad calculada mediante una metodología clara, aceptada internacionalmente y que refleje, para las realidades de nuestros países, los esfuerzos económicos efectivamente hechos por todos los chilenos para financiar nuestra defensa. Como ya dije, en esto estamos trabajando en con junto con Argentina.


Un segundo esfuerzo ha sido establecer mecanismos abiertos y transparentes para la adquisición de nuestros principales sistemas de defensa, estableciendo las responsabilidades en cada nivel de decisión, sea técnico, estratégico, económico o político. Esto tiene efectos que van más allá de una licitación honesta y transparente, pues significa estar en condiciones de obtener lo más adecuado a cambio de nuestros recursos; asimismo, garantiza que cada estamento entregue la mejor resolución al nivel que le corresponda, a la vez que muestra a la comunidad internacional, reforzando la imagen de Chile como país eficiente y honesto.


Este es un camino ya iniciado, pero que falta por recorrer en su parte más compleja, porque si bien tenemos herramientas importantes que nos permiten mejorar la asignación y uso de recursos, aún debemos avanzar en medidas legales, reglamentarias y de uso corriente para, como sector defensa, llevar esa mejoría a su óptimo.          

LA MODERNIZACIÓN DEL SERVICIO MILITAR

Nuevas realidades sociales, económicas y culturales, así como las necesidades propias de la defensa de Chile y el contexto de un siglo que se inicia con inéditos desafíos asociados, aconsejaron hacer un esfuerzo para modernizar el Servicio Militar Obligatorio.


Respondiendo a esta necesidad, el año pasado se realizó un Foro Nacional, con una amplia participación de organizaciones ciudadanas interesadas en el tema y de las instituciones de la defensa, lo que permitió trabajar en una fórmula que permitiera expresar un común denominador entre las posiciones exhibidas en el Foro, recogiendo especialmente la preocupación por modificar aspectos discriminatorios y poco transparentes en la selección de los conscriptos. De este modo se dio forma a la propuesta de modernización del Servicio Militar Obligatorio que fue aprobada por el Presidente Lagos en septiembre del 2000. 


En el transcurso de este año se ha estado trabajando en el diseño de detalle de los distintos aspectos a modernizar y en adoptar las medidas necesarias para su implementación, incluidos los correspondientes ejercicios de comprobación y simulación. La tarea es larga y compleja, toda vez que en ella participan los más diversos organismos de Estado, de diferente naturaleza y jerarquía. 

El Plan considera que las medidas fundamentales de modernización entren en vigor el próximo año, de manera que el contingente de conscriptos que debe acuartelarse en el 2003 sea masivamente voluntario, haya pasado a conformar el registro militar sin hacer el trámite previo de la inscripción obligatoria en los cantones, sino por el sólo hecho de nacer en Chile o ser chileno, y reciba una retribución monetaria notoriamente mejorada en relación con la actual.


Entre los años 2002  a 2004 deberá aprobarse el cambio de las normas legales que falten e implementarse el resto de las nuevas medidas, incluso las que resulten de la paulatina ampliación de la conscripción a mujeres voluntarias. Finalmente,  al año 2005 se espera estar en condiciones de que la modernización haya culminado en todos sus aspectos. 

Con todo esto se espera lograr un Servicio Militar cuya principal característica sea la de aunar necesidades de la defensa con voluntariedad, capacitación orientada hacia una mayor igualdad de oportunidades para todos los jóvenes en la vida civil y transparencia en todo el proceso. 

EL LIBRO DE LA DEFENSA NACIONAL

Entre 1996 y 1997, Chile realizó un serio esfuerzo destinado a construir y explicitar las orientaciones consideradas fundamentales en materias de defensa. Este esfuerzo culminó con la publicación de un Libro de la Defensa Nacional, el cual contiene lineamientos centrales de nuestra política de defensa, y cuya vigencia se previó para los cinco años siguientes, es decir, hasta el 2002. Los que conocen el texto concordarán conmigo en que se trata, en síntesis, de un documento donde se reflejan, quizás con cierta cautela, los efectos sobre nuestro país de la transición que en el plano global y regional se comenzó a vivir, tras el fin de la Guerra Fría, en diversos ámbitos de las relaciones establecidas durante décadas por los distintos Estados.

En los últimos cinco años, algunos cambios han cristalizado en nuevas realidades y otros muestran diverso grado de solidificación: hay procesos aparentemente decantados, otros en plena evolución y otros, en fin, en los inicios de su desarrollo.  De ahí que, más que por un compromiso formal, el Ministerio de Defensa Nacional haya iniciado ya el proceso de elaboración del Libro de la Defensa Nacional 2002, de manera tal que exprese los ajustes que necesiten nuestras orientaciones y, por de pronto, dar cuenta de los cambios hechos o decididos en este período.  Para dar curso a este propósito, al igual que en 1997, se ha diseñado un proceso que en líneas generales considera las siguientes etapas.

· Una  fase de análisis sobre aquellos temas considerados como esenciales y orientadores para todo el trabajo de elaboración del Libro.  En esta categoría quedan comprendidos tópicos tales como la relación entre política de defensa y política exterior, ciencia y tecnología, modernización y gestión en el sector defensa, e identidad nacional, los cuales serán abordados por comisiones especialmente conformadas.

· A continuación, una etapa de análisis y discusión sobre los temas que constituirán la parte sustantiva del Libro y que, por tanto, reunirá a todas aquellas instituciones y personas llamadas a contribuir en su elaboración.  Por tales, entendemos a los representantes de los sectores políticos, militares y académicos, como también a determinados especialistas que, en razón de sus conocimientos, sea conveniente recibir de ellos una opinión especializada en un determinado tema.  Esta etapa debiera concluir con la revisión y sistematización de los temas tratados, de manera de definir el contenido consolidado del nuevo Libro.

· Finalmente, una etapa de redacción del Libro, para posteriormente ser sometido a las instancias pertinentes de sanción y aprobación contempladas por la institucionalidad de la República. 


En suma, esperamos que el Libro de la Defensa,  conteniendo los elementos centrales de la Política de Defensa de Chile para los años siguientes, responda a un esfuerzo amplio y conjunto entre civiles y militares, y esté en condiciones de ver la luz durante el segundo semestre del año 2002.

LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE DEFENSA

Partiendo de la base de que no es posible concebir e implementar políticas de defensa sin contar con las entidades y estructuras que las sustenten, la agenda ministerial de este año contempla la elaboración de un proyecto de Ley Orgánica del Ministerio de Defensa. Esta aspiración, que desde 1994 ha pasado por varias etapas, responde al interés de llenar un vacío legislativo que atenta contra la función de un Ministerio de Defensa moderno para enfrentar los desafíos actuales y futuros del sector.

En el curso de los años, el Estado logró organizar la función defensa, proveer recursos para su financiamiento y orientar las misiones de sus órganos de ejecución según las necesidades de protección del país. La existencia de paz por un período superior a un siglo muestra que, desde el punto de vista de su objetivo esencial, esa organización, en conjunto con las demás capacidades del país, ha sido efectiva. Sin embargo, tenemos el deber de preguntarnos si lo seguirá siendo en el futuro para enfrentar las dificultades que nos depare el siglo que recién comienza.

El mundo de hoy es distinto y el tipo de preguntas con las que debemos evaluar nuestra organización ministerial tiene que ver con las características del órgano político de conducción de la defensa en un escenario regional de creciente interdependencia, masificación de complejas tecnologías y aparición de nuevos problemas, todo lo cual incide en la lógica de los antagonismos históricos entre los países americanos.

Sólo por mencionar dos ejemplos, hoy, más que nunca, la conducción de la defensa exige obtener el máximo rendimiento de los recursos que la sociedad nos entrega e integrar adecuadamente los componentes civiles, o si se prefiere políticos, y militares.  El primer aspecto se relaciona con la adopción de economías de escala, la eliminación de funciones duplicadas y, en general, con la racionalización de recursos humanos y materiales. El segundo aspecto alude a la falta de una estructura adecuada que facilite la interacción orgánica entre civiles y militares para abordar conjuntamente los problemas de seguridad y defensa en el ámbito ministerial. 

Todas estas cuestiones forman parte del conjunto de materias que demandan la modernización del funcionamiento de la Cartera de Estado a mi cargo. Para ello se ha constituido en el seno del Ministerio un equipo de trabajo, bajo la conducción del Sr. Subsecretario de Marina que me acompaña en esta visita, el que ha avanzado sustantivamente en la elaboración de un proyecto de ley que adecue la gestión ministerial a las exigencias de hoy y de mañana.  


Como ustedes saben, no es fácil predecir el tiempo que esta tarea demandará.  Como corresponde en un sistema democrático, el órgano llamado a discutir iniciativas legales el Congreso Nacional, el cual requerirá un tiempo prudente para analizar el proyecto de ley que el Ejecutivo envíe.  Por lo mismo, el Ministerio de Defensa participará activamente en el trámite legislativo de esta iniciativa legal, de manera de cristalizar este esfuerzo en un marco de cooperación y eficiencia.

Estimados amigos: 
Como lo señalé, las políticas de defensa y las estructuras para implementarlas constituyen un marco orientador indispensable para el diseño de una futura incorporación formal de civiles al sector defensa, una de cuyos vértices es la educación de estas personas. En este sentido, se puede decir que la elaboración de políticas adecuadas para enfrentar con éxito los desafíos y oportunidades futuras requerirá de equipos integrados por civiles y militares, cada uno aportando sus experiencias, conocimientos y enfoques en el tratamiento de los temas se planteen.  

Lo expresado revela con claridad la necesidad de avanzar en el diseño de una política de civiles en defensa.  En lo inmediato, la existencia e implementación de ésta permitirá sistematizar y optimizar los esfuerzos orientados a preparar personal civil de procedencia política y técnica que pueda incorporarse a funciones ministeriales.  Disponer de personal civil idóneo requiere de una política de formación de civiles, cuya responsabilidad debe recaer en el Estado a través de un sistema que coordine mejor las capacidades públicas y privadas.

Dicha política deberá contener definiciones precisas en áreas tan relevantes como la educación, y la incorporación y empleo de civiles en el ámbito de la Defensa.  Para finalizar esta presentación, quisiera compartir con ustedes algunas reflexiones preliminares en torno a estas definiciones.

a) EDUCACIÓN DE CIVILES EN DEFENSA


Como ya lo expresé, en el ámbito de la educación de civiles en asuntos de la defensa, tanto el Ministerio de Defensa como las instituciones de las Fuerzas Armadas han avanzado de manera significativa, contando en la actualidad con un importante número de civiles que han recibido algún grado de especialización. En esta materia, nuestros esfuerzos continuarán desplegándose a la luz de cinco criterios básicos. 


El primero es el de la jerarquización de los programas de educación, en particular aquellos que dicen relación con la capacitación y formación.  Por capacitación deben entenderse aquellos cursos cuyo propósito es meramente informar sobre determinados aspectos de la Defensa. Por lo mismo, su extensión es breve y están enfocados a materias específicas.  Por el contrario, la formación comprende una visión omnicomprensiva de la Defensa, por lo que se imparte en un período más extenso en cursos generalmente conducentes a la obtención de un grado académico.

 El segundo criterio es el de la integración y coordinación eficiente de los diversos programas de capacitación y formación.  De lo que se trata es de sistematizar la educación, construyendo una red de consultas y acuerdos entre las distintas instancias académicas—civiles y militares—que entregan cursos de especialización.  En esta sistematización, el Ministerio de Defensa Nacional debe cumplir un rol articulador—no director—del  proceso en su totalidad, capaz de realizar el seguimiento de los programas que lo involucran directamente y de apoyar aquellos que se manejan en forma independiente.


El tercer criterio es el de la racionalización, lo que implica desarrollar una capacidad ministerial para estudiar y predecir la situación y necesidades del sector en materia de especialización de civiles, de manera de evitar el efecto de saturación y optimizar el empleo de los recursos invertidos para estos fines.


Como cuarto criterio hay que mencionar el de la administración del sistema. Esta administración incluye la capacidad del Ministerio de Defensa para contribuir en la búsqueda, selección y designación de los postulantes a los distintos cursos, y la fiscalización del cumplimiento de las metas trazadas en programas que cuentan con financiamiento estatal.


Finalmente, como quinto criterio, está el del mercado laboral.  De lo que se trata es de ofrecer a los civiles que orientan sus aspiraciones profesionales hacia la Defensa un mercado y estabilidad laborales lo suficientemente atractivos como para incentivarlos a iniciar los estudios en el área.  Este criterio lleva a la necesidad de planificar e implementar la carrera funcionaria para civiles en defensa en el Ministerio de Defensa, aspecto que constituye parte de los estudios que se realizan en el ámbito de la ley orgánica del sector. 

b) EMPLEO DE CIVILES EN EL SECTOR DEFENSA


En cuanto a la incorporación y empleo de civiles en el sector defensa, se deberá tomar en cuenta algunas premisas básicas. Uno es el significado del “civil en defensa”.  En esta materia, hay que considerar que el civil proviene de dos mundos distintos.  Por una parte, están aquellas personas que, habiendo obtenido su pase a retiro de las instituciones de las Fuerzas Armadas, desean reinsertarse en el mundo laboral desarrollando actividades en el sector.  Por otra, están aquellos civiles que, sin haber pasado por alguna institución armada, se sienten atraídos por trabajar las materias propias de la Defensa. 


Esta diversidad de procedencia pudiera derivar hacia algún tipo de conflicto en la fase de incorporación de civiles, primero, por la discrecionalidad que podría tener el sistema, permitiendo la aplicación de criterios a veces injustos en el proceso de selección; y, segundo, por un cierto “derecho de preferencia” que un sector pudiera reclamar para sí, en desmedro del otro. 


Esta prevención sugiere la necesidad de definir con claridad la acepción del término. En este sentido, pareciera que lo más conveniente es establecer un criterio de aplicación amplio, aceptando bajo este concepto a todo aquel que jurídicamente debe ser considerado civil, en contraposición a lo que se entiende por personal militar. 


Otro tema es el relativo a las específicas funciones a cumplir por el personal civil. Acordar puntos de vista y eliminar percepciones equivocadas en esta materia es relevante, ya que la inclusión de civiles en el sector debe producirse con un adecuado grado de aceptación social por parte de las Fuerzas Armadas, cuyos institutos miembros, por razones de orden histórico, social y político, hasta hace muy poco habían asumido para sí el total de las tareas y desafíos de la Defensa. Por lo mismo, definir con la mayor exactitud posible este tema contribuye a una mejor y más fácil integración de civiles y militares en los procesos y trabajos a desarrollar el área.  

Con el objeto de alcanzar estos grados de aceptación y legitimidad, es conveniente explicitar claramente qué se espera de los civiles en la Defensa, lo que es posible conseguir a través de la especificación de las áreas de trabajo y actividades que cumplirían.  Por la distinta naturaleza de las funciones, así como por los tipos de especialización que cada una requiere, los temas en Defensa exigen un tratamiento separado en virtud de los niveles y ámbitos de competencia de cada una de las organizaciones que en ellos participa. Existen algunas tareas que, sin perjuicio de la necesaria interdependencia que debe haber,  son propias del nivel político de la defensa, otras de un ámbito donde la integración político-estratégica es necesaria, y otras donde su ejecución compete sólo al nivel militar.  


Esta distinción, sin embargo, no debe ser considerada como determinante para excluir a priori la participación de civiles en los niveles estratégicos, operativos o tácticos de la Defensa.  Al contrario, en casos calificados, en especial cuando requerimientos específicos no pueden ser plenamente satisfechos con personal militar, la inclusión de civiles en estos niveles debe ser bienvenida.  Sólo a título de ejemplo, la necesidad de incorporar ciertos conocimientos en los procesos de análisis en la función de Inteligencia, o la necesidad aplicar tecnologías civiles en el ámbito de la administración de recursos humanos y materiales en las funciones de Personal y Logística, pueden aconsejar la inclusión de profesionales civiles—expertos en estas áreas—en los niveles señalados.

En resumen, el criterio básico a tener en cuenta en esta materia es la conveniencia de integrar a civiles y militares en todas aquellas funciones donde sea posible y necesario formar equipos de trabajo mixtos, manteniendo ambos estamentos separados cuando, por ámbitos de nivel o competencia, las materias deban ser trabajadas sólo por civiles o sólo por militares.  En este sentido, la experiencia comparada indica que el trabajo integrado de civiles y militares produce una sinergia de indudable valor en términos de culturas de trabajo.

Amigas y amigos:


La presentación que ahora concluyo ha pretendido entregar a ustedes algunos detalles de nuestra agenda de la defensa y el marco con el cual el Estado de Chile pretende orientar, para satisfacer los requerimientos de dicha agenda ahora y en el futuro, una política de civiles en defensa.  


He expresado la necesidad de avanzar en la conformación de políticas y estructuras que permitan satisfacer las demandas y desafíos, y he intentado delinear los criterios orientadores que debieran regir la política de civiles en defensa, todo lo cual será considerado tanto en la elaboración y redacción del Libro de la Defensa Nacional 2002, como en la discusión de la ley orgánica que regulará la estructura de un nuevo Ministerio de Defensa.


Como ustedes pueden apreciar, la agenda actual presenta un conjunto de tareas que nos demandará esfuerzos importantes.  Sin embargo, estamos ciertos que en plazos razonables podremos coronar con éxito estas tareas, básicamente porque el país ha desarrollado un estado de madurez política y social apropiado para la discusión franca de estos temas. Los que estudian de cerca el proceso de defensa chileno podrán concordar conmigo que en la última década hemos avanzado mucho en términos de construcción de confianzas entre el mundo político y militar, requisito básico para abordar la tarea de consolidar la democracia en la que la enorme mayoría de los chilenos estamos comprometidos.


Termino mis palabras agradeciendo nuevamente al Centro para Estudios Hemisféricos en Defensa la gentil invitación formulada para inaugurar este seminario, y les deseo éxito en la empresa que hoy se inicia.

Gracias.
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